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DIVISION DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA
            Al contestar refiérase 

            al  oficio  Nº  4 9 7 5
 15 de mayo, 2007
                        




 DCA-1581

Doctora

Maricruz Corrales Mora

Directora Ejecutiva

Fondo Nacional de Becas( FONABE)

Estimada señora:
Asunto:
Se deniega la autorización en los términos solicitados, a fin de que esa Administración proceda, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 131, inciso j), del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, bajo su entera responsabilidad.
Nos referimos a su oficio DE-229-07 de 26 de abril del 2007, mediante el cual solicita nuestra autorización para contratar directamente el alquiler de un edificio de oficinas para instalar las oficinas del Fondo Nacional de Becas ( FONABE ), por un plazo de un año, hasta un máximo de tres años, por un monto de ¢ 5.500.000 .00 mensuales.
I.-Antecedentes de la solicitud.
De importancia para la resolución de la presente gestión cabe resaltar los siguientes elementos:

1) Mediante oficio número DG_SC-306-2006 del 19 de febrero de 2007, de la Dirección General del Ministerio de la Presidencia, se solicitó al Fondo Nacional de Becas “ ...la entrega de las oficinas  que ocupa actualmente  el Fondo Nacional de Becas en el Edificio Langer.  La fecha de dicha entrega sería el 15 de abril del año en curso”.  Al momento de ser comunicado al Fondo Nacional de Becas, se procedió a incluir dentro del  proyecto de presupuesto  extraordinario un rubro que contemple; entre otros, una partida en el renglón de Servicios, para el alquiler de edificios, locales y terrenos.  Dicho presupuesto fue enviado a esta Contraloría, mediante oficio DE-0148-07 del 14 de marzo del 2007, con fecha de recibido el 26 de marzo y aprobado el 3 de abril del presente año.

2) En razón de  lo anterior, el FONABE envió nota sobre esta situación  al Ministerio de la Presidencia (oficio DE-211-2007) y solicitó  concretar una reunión  para explicar con detalle el caso.  Ante la imposibilidad de una reunión durante esos días, el Ministerio envió el oficio DG-SC-734-2007, en el cual conceden un plazo de tres meses de prórroga para realizar las gestiones correspondientes , indicando como fecha límite el 15 de julio del año en curso. 
3) En aras del interés y la prestación  del servicio público, por lo particular de la situación  y el plazo señalado por el Ministerio de la Presidencia, no es seguro ni resulta apropiado cumplir con el procedimiento  licitatorio.  Indican que el FONABE otorga becas  a más de ciento sesenta mil estudiantes, quienes en su gran mayoría dependen única y exclusivamente de dicho  dinero para poder continuar con sus estudios, por lo cual se hace necesario y urgente contar con los recursos materiales para desarrollar todas las actividades propias de la institución, siendo esencial contar, precisamente, con un edificio de oficinas para cumplir con la responsabilidad frente a todos los estudiantes beneficiarios.   

4) Aunado a lo anterior, y ante esta situación , mencionan  lo señalado en el oficio FOE-SOC-0217 del 21 de noviembre del 2006 de nuestra Área de Servicios Sociales, en relación a la contratación de personal del FONABE bajo una relación de empleo público, en la cual fue clara al señalar : “... en el proceso de reordenamiento del recurso humano con que debe  contar, para ajustar al bloque de legalidad que rige su actuar, y asegurar la eficiencia y la continuidad del servicio público que se ofrece, esta Contraloría General de la República  de manera extraordinaria  y por última vez extiende el plazo  para cumplir  con la citada disposición  4.1 c) hasta el 30 de abril del año dos mil siete ” .  Bajo este escenario resulta materialmente imposible cumplir con todas las etapas que un  proceso licitatorio conlleva, cuando tenemos que cumplir  con el proceso de reordenamiento del recurso humano  y trasladar el manejo de los fondos asignados para nuestro funcionamiento  de un fideicomiso  administrado por un Banco Estatal hacia el Sistema de Caja Única del Estado, con todo lo que ello implica.
5) Por todas las razones expuestas en líneas atrás, la utilización del procedimiento licitatorio  no resulta apropiado  o conveniente  para la satisfacción  del interés general de mantener el funcionamiento de FONABE y solicitan autorización  para  realizar la contratación directa del alquiler de un edificio de oficinas con el fin de trasladar  a todo  el personal que labora en esa institución , cumpliendo  con los  requisitos legales, establecidos de conformidad con el artículo 131 apartado  j)  del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 
6) En tal sentido, estiman el contrato en cinco y medio millones  mensuales por un plazo contractual  de un año extendible  a tres años; la partida presupuestaria que ampara la erogación está contemplada en el Presupuesto de FONABE mayo –diciembre partida 1.01.01 Alquiler de edificio, locales y terrenos, partida que tiene presupuestado  un monto de cuarenta y ocho millones  quinientos  setenta y siete  mil seiscientos  treinta y tres  colones exactos .

7) Finalmente, la Dirección Ejecutiva junto con la proveeduría Institucional  serían los responsables de  la ejecución  de esta contratación directa; además , la forma en la que se tiene previsto  seleccionar  al contratista  es mediante  la invitación  de tres oferentes que cumplan  con las especificaciones  que al efecto  emitirá el FONABE , al momento de contar con la autorización por parte de la Contraloría General de la República.   

II.-Criterio del Despacho.
El artículo 76, de la Ley de Contratación Administrativa dispone que “para tomar en arrendamiento bienes inmuebles, con construcciones o sin ellas, la administración deberá acudir al procedimiento de licitación pública, licitación abreviada o contratación directa, según corresponda, de acuerdo con el monto.”

Así, lo primero es partir de que esa regla que siente la Ley por una situación donde debe efectuarse una estimación previa de las posibilidades presupuestarias que tiene la Administración para asumir el pago de un alquiler, de modo que, en función de esa estimación, se determina el procedimiento a seguir, que inclusive podría ser hasta el de la contratación directa, por expresa previsión de la disposición legal antes citada.
Ahora bien, en función de las particularidades que se presentan en el mercado inmobiliario, particularidades que se acrecientan según la región del país de que se trate y de situaciones como las descritas en su petición, el Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa emitido mediante Decreto Ejecutivo 33411-H de 27 de setiembre de 2006, publicado en La Gaceta 210 del 2 de noviembre de 2006, vino la regular la posibilidad de contratar en forma directa un inmueble, cuando se alegue como único para la finalidad propuesta.  Así, en el numeral 131, inciso j), de ese reglamento se regula lo siguiente:
“Articulo 131.- Objetos de naturaleza o circunstancia concurrente incompatible con el concurso:  La Administración podrá contratar en forma directa los siguientes bienes o servicios que, por su naturaleza o circunstancias concurrentes, no puede o no conviene adquirirse por medio de un concurso, así como los que habilite la Contraloría General de la República.

(…)
j )Arrendamiento o compra de bienes únicos:  La compra o arrendamiento de bienes que en razón de su ubicación, naturaleza, condiciones y situación se configuren como el más apto para la finalidad propuesta.  En estos casos, el precio máximo será el que fije el personal especializado de la Institución o en su defecto, de la Dirección General de la Tributación.

La Administración podrá pactar el arrendamiento de inmuebles por construir o en proceso de construcción, cuando ello convenga a sus intereses institucionales o comerciales, según los términos que las partes convengan.

En el caso de compra de inmuebles se requiere adicionalmente de la autorización de la Contraloría General de la República quien cuenta con un plazo máximo de diez días hábiles para analizar la gestión.”
Vistas las justificaciones y antecedentes que rodean la solicitud, debemos indicar que ciertamente el procedimiento de licitación no pareciera ser el que procede en función del interés de la Administración vista la relativa urgencia con que se requiere contar con el nuevo inmueble donde trasladar las oficinas, razón por la cual deben emprender la búsqueda de un inmueble acorde con sus necesidades pero ajustado al presupuesto de que disponen, al amparo de lo previsto en el artículo 131 inciso j), citado, debiendo contarse previamente con un avalúo realizado por personal especializado de la institución, o en su defecto, de la Dirección General de la Tributación, que fije objetivamente el valor a cancelar al propietario. 

Atentamente,

	Lic. Jesús Mora Calderón

Gerente Asociado
	Msc Rosa I. Conejo Fernández

Fiscalizadora
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